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ABREVIATURAS UTILIZADAS

	AD C:	A nuario de Derecho Civil

	 BOCG:	B oletín Oficial de las Cortes Generales

	 CC:	 Código Civil

	 CESL:	 Common European Sales Law

	 Cº:	 Considerando

	 DDC:	 Directiva 2011/83/UE, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 25 de octubre de 2011, sobre los derechos 
de los consumidores.

	 DFCR:	 Draft Common Frame of Reference

	 DOUE:	 Diario Oficial de la Unión Europea

	 LCCC:	L ey 16/2011, de 24 de junio, de Contratos de Crédito 
al Consumo

	 LCDSF:	L ey 22/2007, de 11 de julio, sobre comercialización a 
distancia de servicios financieros.

	 LCGC:	L ey 7/1998, de 13 de abril, de Condiciones Generales 
de la Contratación.

	 LCS:	L ey 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de Seguro

	 LEC:	L ey 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil

	 LGT:	L ey 32/2003, de 3 de noviembre, General de Teleco-
municaciones

	 LOCM:	L ey 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comer-
cio Minorista
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Abreviaturas utilizadas

	 LSSI:	L ey 34/2002, de 11 de julio, de Servicios de la Sociedad 
de la Información y del Comercio Electrónico

	 LSSIC:	 ley 34/2002, de 11 de julio, de Servicios de la Sociedad 
de la información y del Comercio electrónico

	 LSSICE:	L ey 34/2002, de 11 de julio, de Servicios de la Sociedad 
de la Información y del Comercio Electrónico

	 LVPBM:	L ey 28/1998 de 13 de julio, de Venta a plazos de bienes 
muebles

	 PECL:	 Principles of European Contract Law 

	 RAE:	R eal Academia de la Lengua

	 TJUE:	T ribunal de Justicia de la Unión Europea

	 TRLCU:	T exto Refundido de la Ley General para la Defensa de 
los Consumidores y usuarios, aprobado mediante Real 
Decreto Legislativo 1/2007 de 16 de noviembre.

	TRLGDCU:	T exto Refundido de la Ley General para la defensa de 
consumidores y usuarios aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre.

	 TUE	T ratado de la Unión Europea
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Prólogo

La Directiva 2011/83, sobre derechos de los consumidores supone 
la culminación del último proceso de revisión del acquis comunitario en 
relación con este sector de la contratación, básicamente respecto de los 
contratos celebrados a distancia o fuera del establecimiento mercantil. 
Se trata de un sector que con el uso, cada vez más generalizado, de las 
nuevas tecnologías, está en pleno desarrollo en todo el mundo y para el 
que la UE ha considerado imprescindible una nueva norma que unifique 
en todo el mercado interior una serie de aspectos fundamentales.

Es cierto que, como en tantas otras ocasiones, se esperaba de la 
Directiva más de lo que finalmente ha aportado, pero esa realidad no 
debe impedir darle todo su valor intrínseco, pues son varios los temas 
importantes que regula y que suponen un cambio significativo con res-
pecto a la legislación comunitaria que deroga. Entre los más destacados 
podemos señalar los deberes de información del comerciante, la forma 
de los contratos, la entrega de los bienes por el comerciante, el derecho 
a desistir y la transmisión de los riesgos.

Con todo, probablemente uno de los puntos fuertes de esta Directiva 
es que con ella se ha optado, cambiando la armonización mínima de las 
legislaciones nacionales que la UE buscaba en un principio y que no ha 
dado el resultado apetecido, por una armonización máxima o plena, si 
bien absolutamente circunscrita a las cuestiones que se han considerado 
ineludibles, y dejando el resto de la regulación de los contratos a los 
Derechos nacionales. Sobre la oportunidad y utilidad de este cambio ha 
habido todo tipo de opiniones, pero solamente la aplicación de las nor-
mas resultantes de la transposición de la Directiva a los Ordenamientos 
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nacionales será lo que nos permita dilucidar si, en la práctica, esta es o 
no, la vía correcta para lograr el objetivo de una verdadera unificación 
de las normas europeas en materia de contratos.

Las autoras de esta obra son expertas en Derecho de Consumo, 
además de artículos de revista y partes de libros elaboradas de forma 
individual por cada una de las integrantes del grupo ya con ocasión de 
la transposición de la Directiva 99/44, de 25 de mayo, sobre determi-
nados aspectos de la venta y de las garantías de los bienes de consumo, 
al Derecho español, el mismo equipo elaboró una monografía sobre 
«Garantía en la venta de bienes de Consumo (Ley 23/2003, de 10 de 
julio)», publicada por Edisofer en 2006, fruto de una Acción integrada 
de la UE, sobre ese tema y que se llevó a cabo conjuntamente con otro 
equipo de investigación de la Universidad La Sapienza de Roma y que 
presentó sus resultados en los dos países.

El trabajo sobre la Directiva que se presenta en estas páginas, tiene 
como origen el estudio de la misma por el grupo de investigación I+D 
(BISERCON) a lo largo prácticamente de todo el año 2013. En ese 
año se organizaron dos Jornadas con esa temática, la primera de ellas 
en la UCM, con el apoyo del Colegio Universitario Cardenal Cisneros. 
Y la segunda en colaboración con la Universidad San Pablo-CEU. Los 
debates que siguieron a la actuación de los ponentes en dichas Jornadas, 
han sido decisivos para centrar problemas y soluciones que aparecen en 
esta obra, cuyo formato pretende satisfacer del mejor modo posible los 
intereses tanto de quienes busquen soluciones prácticas como de quienes 
tengan «in mente» profundizar sobre algún extremo de los que trata la 
Directiva.

A lo hora de plasmar en una monografía los resultados del estudio 
decidimos que la forma más adecuada al fin que perseguíamos era la 
de un comentario exegético de la Directiva artículo por artículo. Si es 
cierto que el estudio en profundidad de una Directiva siempre es de 
utilidad, puesto que aún después de su transposición a los Derechos 
nacionales, siempre conserva su valor interpretativo, en el caso de la 
Directiva 2011/83 el valor del texto comunitario es mucho mayor. Tal 
como he señalado más arriba se trata de una Directiva de armonización 
máxima, por lo que la transposición a los Ordenamientos de los diver-
sos Estados miembros no puede incluir prácticamente variaciones con 
lo que la utilidad directa y práctica del comentario está asegurada. De 
hecho, cuando ya teníamos corregido de pruebas este libro se ha pro-



Prólogo

9

mulgado la Ley 3/2014, de 27 de marzo (BOE 28/03/2014), por la que 
se modifica el TRLCU y que ha entrado en vigor al día siguiente de su 
publicación (disposición final décimo tercera), lo que nos ha obligado 
a cambiar las referencias que inicialmente habíamos hecho al Proyecto 
de Ley de 25 de octubre de 2013 a la Ley ya en vigor. Como no podía 
ser de otra forma, básicamente el texto de la Ley es a veces idéntico a lo 
dispuesto en la Directiva 2011/83, y otras veces presenta ligeras variantes 
de redacción con respecto a ella. Tal como se dice en el apartado I, in 
fine , de su Preámbulo: Los criterios seguidos en la transposición se han 
basado preferentemente, en la fidelidad al texto de la directiva y en el 
principio de mínima reforma de la actual normativa.

Dentro de los temas que se tratan en esta obra, por distintos motivos, 
hay que subrayar algunos. Así en el comentario a los artículos del primer 
capítulo de la Directiva, que han sido elaborados por Silvia Díaz Alabart, 
Catedrática de Derecho civil de la UCM y Mª Teresa Álvarez Moreno, 
Profesora Titular de Derecho civil UCM y Mª Dolores Hernández Díaz-
Ambrona, Profesora Titular de Derecho Civil de la misma Universidad, 
destaca dentro del concepto de consumidor del art. 2 la novedosa apor-
tación de la profesora Hernández Díaz-Ambrona sobre el concepto de 
«consumidor vulnerable», que se va abriendo camino en la legislación 
comunitaria, y empieza a considerarse en las sentencias de nuestros tri-
bunales, pero cuyos límites aún no están claramente perfilados.

Las obligaciones de información del comerciante es uno de los temas 
que más preocupan al legislador comunitario, y consiguientemente a los 
de los Estados miembros. La preocupación europea por que la informa-
ción alcance a todos los extremos de los contratos casi podría tacharse 
de «obsesiva». Del comentario de los artículos que regulan esta materia, 
tanto respecto de los contratos de consumo en general, como respecto de 
los contratos celebrados a distancia o fuera del establecimiento comercial, 
es obra de la Profesora Mª Patricia Represa Polo, Profesora Contratada 
Doctora de la UCM (actualmente acreditada como Profesora Titular).

La forma de los contratos es obra de Helena Diez García, Profe-
sora Titular de Derecho Civil de la Universidad de León. El sentido 
de la forma en el ámbito del Derecho de Consumo, y también en esta 
Directiva, no es tanto buscar ninguna forma solemne, sino el tratar de 
garantizar con su exigencia el cumplimiento exacto y completo de las 
obligaciones informativas por parte del comerciante, y también para que 
sirva de medio de prueba de que el consumidor ejercita correctamente 
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y dentro de plazo los derechos que la norma le concede. En la labor de 
la Profesora Díez García se aprecia muy bien su magnífico conocimiento 
de la realidad práctica del Derecho de consumo, fruto de su ya larga 
experiencia como responsable de la Junta Arbitral de León.

Silvia Díaz Alabart y Mª Teresa Álvarez Moreno (esta última, autora 
de una monografía sobre el desistimiento publicada por Edersa en el año 
2000) han elaborado «a cuatro manos» todo lo referente al derecho de 
desistimiento. Se trata de una de las facultades que resultan más útiles para 
el consumidor medio, ya que le permite reflexionar, durante un plazo 
amplio, sobre la oportunidad para sus intereses de mantener el contrato 
realizado con la opción de desistir del mismo sin gastos o solamente con 
pequeños gastos perfectamente asumibles. Dentro de este tema una de las 
cuestiones que se ha mostrado más compleja es la referente a los contratos 
complementarios, en particular cuando éstos son de crédito al consumo 
para financiar la adquisición de que se trate. La aplicación simultánea 
de lo dispuesto en el art. 15 de la Directiva 2011/83 con los artículos 
correspondientes de la Ley 16/2011, de 24 de junio, de contratos de cré-
dito al consumo (norma que ha traspuesto a nuestro ordenamiento de la 
Directiva 2008/48, de Crédito al Consumo), plantea varias cuestiones.

Otro de los temas estrella es la cuestión de la entrega de los bienes 
por el comerciante, el plazo para llevarla a cabo y las consecuencias de 
su incumplimiento. Otra cuestión importante es la transmisión de los 
riesgos, de especial trascendencia en contratos en los que se ha de enviar 
lo adquirido al domicilio del consumidor. El comentario de los artículos 
que tratan todas esas cuestiones es obra de Cristina Fuenteseca Dege-
neffe, Profesora Titular de Derecho Civil de la UCM, autora de varias 
monografías sobre Derecho Patrimonial, y cuyo profundo conocimiento 
del alemán le ha permitido, participar en diferentes reuniones de trabajo 
en Universidades alemanas y poder consultar directamente a las obras 
más interesantes en ese idioma.

Las autoras han terminado este libro con la conciencia de haber dado 
una serie de pasos adelante en su estudio sobre la materia y, sobre todo, 
con la ilusión de que el resultado de su labor se haya vertido en estas 
páginas de forma que resulte útil para todos los que se acerquen a ellas.

Silvia Díaz Alabart
Catedrática de Derecho civil

Madrid, 15 de marzo (día del consumidor) de 2014
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Artículo 1

Objeto

La presente Directiva tiene por objeto, a través del logro de un nivel elevado de 
protección de los consumidores, contribuir al buen funcionamiento del mercado interior 
mediante la aproximación de determinados aspectos de las disposiciones legales, regla-
mentarias y administrativas de los Estados miembros sobre contratos celebrados entre 
consumidores y comerciantes.

COMENTARIO1

Sumario: 1. Generalidades. 2. Objeto, objetivos y razones 
de la Directiva.

1. Generalidades

Una Directiva con un título tan genérico como «Derechos de los 
Consumidores» creó inicialmente muchas expectativas, tanto por lo que 
podía significar para el acervo comunitario en el ámbito de la contrata-
ción con consumidores, como por su posible engarce con otros textos 
europeos como los Principios UNIDROIT o las normas modelo del 
DRAFT2 (Marco Común de Referencia), lo que se puso de relieve por 
el interés de la doctrina europea en todo lo referente al seguimiento de 
su elaboración y a su redacción final.

Como ha venido sucediendo con otras Directivas (como, por ejem-
plo, con la 1993/13, de cláusulas abusivas, o la 1999/44, de garantías en 

1 Por Silvia Díaz Alabart, Catedrática de Derecho Civil, U.C.M., y María Teresa 
Álvarez Moreno, Profesora Titular Derecho Civil, U.C.M.

2 Si bien es cierto que el DRAFT tiene un ámbito de aplicación que sobrepasa el 
de la contratación, primordialmente afecta al Derecho de contratos. 
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la venta de bienes), la Directiva 2011/83, sobre derechos de los consumi-
dores, ha recorrido un largo camino desde el inicio de su elaboración3, y 
en las diversas fases por las que ha pasado ha sufrido importantes modi-
ficaciones y recortes respecto de la propuesta inicial4. Esos cambios, han 
ido restando entidad al texto inicialmente proyectado5. Así, de derogar 
cuatro Directivas importantes (1985/577/CEE, 1997/7/CE, 1993/13/
CEE, y 1999/44/CE) se ha pasado a derogar sólo las dos primeras, y 
realizar alguna modificación marginal en las otras dos.

Pese a ese resultado final, que de alguna manera podríamos tachar 
de desilusionante6, la Directiva tiene trascendencia y obliga a realizar 
una serie de modificaciones en el TRLCU7. Aunque trata también otros 
temas, los dos principales, por la extensión y el detalle con el que se 
regulan, son la información precontractual y el derecho a desistir8.

3 Momento que puede situarse en el Libro verde sobre la protección de los consu-
midores del año 2001, dentro de los trabajos iniciales para la Directiva 2005/29, sobre 
prácticas comerciales desleales, en el que ya se decía que a la Directiva que se preparaba, 
en el momento oportuno, se uniría una reforma de las Directivas existentes sobre pro-
tección de los consumidores, con el objetivo de lograr la coherencia general del acervo 
comunitario en la materia. El 8 de febrero de 2007 la Comisión adoptó el Libro Verde 
sobre la revisión del acervo en materia de consumo, que resume las conclusiones iniciales 
de la Comisión y pone en marcha una consulta pública centrada en aspectos transversales 
de las directivas objeto de reexamen. Es conveniente señalar que el Libro verde dio lugar a 
contribuciones de un amplio elenco de partes interesadas, en particular de empresas, con-
sumidores, el propio Parlamento Europeo, los Estados miembros, profesores universitarios 
y otros juristas. Asimismo, en febrero de 2008 se organizaron una serie de seminarios para 
debatir con empresas y consumidores sobre problemas actuales, y las diferentes opciones 
sobre las modificaciones legislativas previstas. El 1 de julio de 2010, la Comisión publica un 
Libro verde sobre «Opciones políticas para avanzar hacia un derecho contractual europeo 
para los consumidores y las empresas», texto que también insiste en procurar paliar los 
efectos adversos de la diversidad legislativa.

4 8 de octubre de 2008 (COM (2008) 614 final).
5 Entre los distintos autores que señalan esta circunstancia, GIAMPETRAGLIA, R., 

«La venta de bienes de consumo tras la nueva Directiva 2011/83/UE: novedades y primeras 
impresiones», traducido por P. Represa Polo, RDP, julio-agosto 2013, p. 41, dice que se 
trata de una Directiva de contenido muy limitado y disperso.

6 Esta es una opinión común de la doctrina europea, reflejo de la cual aparece ya en el 
título del trabajo de I. RIVA, en Contr. impr./ Eur, 2011, 2, «La Directiva de armonización 
máxima sobre derechos de los consumidores, o al menos lo que queda de ella».

7 En el momento en el que se redactan estas líneas ya se puede consultar en el BOCG 
un Proyecto de Ley para la modificación del TRLCU de fecha 25 de octubre de 2013.

8 Esos dos mismos temas han sido también objeto de atención preferente en las 
Directivas 2008/122, relativa al aprovechamiento por turnos, y 2008/48, de crédito al 
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Puede pensarse que el contenido de una Directiva que se plantea 
como de armonización plena, se habría plasmado mejor a través de un 
reglamento comunitario9. Seguramente por eso, se justifica el instru-
mento elegido en la Exposición de Motivos de la Propuesta (apartado 
3). Se dice que la transposición de una Directiva «permite integrar más 
fácilmente la legislación comunitaria en el Derecho Contractual o en 
los códigos en materia de consumidores vigentes a escala nacional. A 
diferencia de un reglamento, la aplicación de una directiva puede dar 
lugar a un único conjunto coherente de normas, más fácil de aplicar 
e interpretar para los comerciantes, más fácil de hacer cumplir para las 
autoridades públicas y más ajustado al principio de subsidiariedad»10.

El contenido de la Directiva, como sucedió con su Propuesta, no se 
refiere para nada a los Acquis Principles o al DRAFT11 ni parece tener-
los en cuenta, al menos directamente12, cosa que han puesto de relieve 
algunos autores13. No obstante, hay que considerar que la DDC no 

consumo, ambas sustituyendo otras de anterior redacción. En particular, el tema especial-
mente relevante en todos los textos europeos es el deber de información. No solamente 
está presente en distintas Directivas, sino también en el DRAFT, los PECL, el Anteproyecto 
de Código Europeo de los Contratos, y en la Propuesta de Reglamento Europeo sobre 
compraventa (CESL).

9 EVANGELIO LLORCA, R., «La revisión de la Directiva 1999/44/CE, sobre 
determinados aspectos, en «Homenaje a Vicente Montés Penadés», p. 1055, se pregunta 
«si de verdad se pretende una armonización plena, dado que, por una parte, se hace uso 
de una directiva y no de un reglamento…».

10 Tratándose, como en este caso, de una directiva de armonización plena, la expli-
cación no resulta muy convincente.

11 Como señala FENOY PICÓN; N., «La compraventa del Texto Refundido de 
consumidores de 2007 tras la Directiva 2011/83/UE sobre los derechos de los consu-
midores», ADC, T. LXVI, 2013, fasc. II, p. 723, que en su trabajo acude al DRAFT y a la 
Propuesta de Reglamento de compraventa, «por su interés en sí y porque suelen facilitar 
la interpretación de la Directiva 2011/83/UE».

12 Lo que no quiere decir que no existan puntos específicos regulados en la Directiva 
que no coincidan con las reglas que en esos textos se contienen, como por ejemplo sucede 
con diversos extremos en relación con el derecho a desistir.

13 Así EBERS, M., que señala las probables razones de esa falta de coordinación, «De la 
armonización mínima a la armonización plena», traducido por E. Arroyo Amayuelas, InDret 
2/2010, p. 10; DOMÍNGUEZ ROMERO, J., «La fiscalización de los elementos esenciales 
del contrato celebrado con consumidor: ¿fin de una controversia? A propósito de la Sen-
tencia TJCE, Sala 1ª, de 3 de junio de 2010 (TJCE 2010, 162) y la nueva Directiva sobre 
derechos de los consumidores», Revista de Derecho Patrimonial, nº 27/2011, p. 11; MIC-
KLITZ, H. y REICH, N., «Crónica de una muerte anunciada: The comisión proposal for 
a Directive on Consumer Rights», en Common Market Law Review, 46/2009, p. 473.



Silvia Díaz Alabart y María Teresa Álvarez Moreno

14

puede estudiarse sin tomar en cuenta los mencionados textos europeos, 
así como otras Propuestas de Derecho europeo y español que se están 
produciendo casi de forma simultánea, y que nos colocan frente a una 
regulación del Derecho de Contratos en un proceso de transformación, 
cuyo resultado final no es posible predecir aún, pero que, sin duda, depa-
rará cambios importantes. Como se ha dicho, todo esto, «es una muestra 
de la imparable europeización del Derecho privado»14.

Casi simultánea en el tiempo con esta Directiva 2011/83, y con un 
ámbito objetivo parcialmente coincidente con ella, es la Propuesta de 
Reglamento europeo relativo a una normativa común de compraventa15 
(CELS)16. La relación entre ambas estriba, además, en que los motivos que 
empujan al legislador europeo a su elaboración son los mismos: paliar los 
problemas que plantea la fragmentación de las normas sobre contratación 
con consumidores en la UE17, y que inciden en el establecimiento y buen 
funcionamiento del mercado interior. Para los comerciantes, esa dispari-
dad de normas supone elevación de costes en la contratación transfron-
teriza18, cosa que muy frecuentemente lleva a no ofrecer sus productos 
para este tipo de transacciones. Para los consumidores, los problemas 
concretos son la inseguridad jurídica provocada por el desconocimiento 
de la regulación de otros países, y la elevación que genera en los precios, 
debido a la menor competencia empresarial en el mercado interior.

La Propuesta de reglamento19 se ha preparado como una herramienta 
para que las partes (consumidores y comerciantes, o entre comerciantes si 

14 INFANTE RUIZ, F., «Entre lo político y lo académico: un DRAFT de Derecho 
privado europeo», InDret, abril 2008, p.6. 

15 De 11.10. 2011, COM (2011) 635 final.
16 El CESL está basado en el Feasibility study for a future instrument in European Contract 

Law, elaborado por el grupo de expertos europeos en Derecho de Contratos.
17 En la Exposición de Motivos de la Propuesta (dentro del epígrafe «Contexto 

General») se pone de relieve la existencia de diferencias significativas en el modo en el 
que los Estados miembros han adaptado a sus regulaciones nacionales las distintas directivas 
de armonización mínima, a la vez que señala como la Directiva 83/2011 ha optado en su 
ámbito por la armonización plena. 

18 Tanto que, sobre todo para las Pymes, se pueden volver inasumibles. Se trata sobre 
todo de costes relacionados con la necesidad de conocer los distintos derechos internos de 
los Estados miembros y asesorarse sobre su funcionamiento, y llegado el caso, la necesidad 
de litigar en dichos Estados.

19 En el DOCE de 21.6.2012 se ha publicado el Dictamen del CESE sobre la Pro-
puesta. En él se hacen una serie de importantes objeciones a la misma. Así, se pone en 
duda la adecuación de lo que se propone con los objetivos que se pretenden alcanzar. 
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uno de ellos es una pequeña empresa20) que así lo deseen puedan some-
ter sus contratos transfronterizos de compraventa21 a las reglas que en ella 
se contienen22. En el amplio Anexo que lo acompaña se tocan muchos 
temas del derecho de contratos a los que no hace ninguna referencia la 
Directiva 2011/83. Así, vicios del consentimiento, interpretación, indem-
nización por daños y perjuicios, etc. En cambio, hay otros comunes como 
la información precontractual recogida en los arts 13-20 de la Propuesta. 
En concreto el art 1323 se dedica al deber de información específico 
para los contratos a distancia o fuera del establecimiento comercial, y 
es prácticamente igual al art 6 de la Directiva 2011/83. Aunque en la 
Directiva no se toquen algunos extremos trascendentales de la contrata-
ción, no puede desconocerse su utilidad y aptitud para aportar mejoras 
en el TRLCU24 cuando se produzca la transposición.

Aunque se trate de algo que afecta únicamente al Derecho español, 
por razón de la materia común, obligaciones y contratos, y la coinci-
dencia en el tiempo, no se puede dejar de mencionar la Propuesta de 

Tanto organizaciones de Pymes como de consumidores solicitan una serie de cambios 
en el articulado, y sus correspondientes reclamaciones no son fáciles de compaginar. El 
CESE propone que el instrumento se divida en dos, y que se dedique una de las partes 
a la regulación de los contratos entre Pymes y grandes empresas, y otra a los celebrados 
por empresas con consumidores.

20 Art. 7 de la Propuesta.
21 ROCA GUILLAMÓN, J., «Armonización, unificación y modernización del Dere-

cho de Obligaciones y Contratos. Notas para una reflexión», Ponencia presentada en las 
XVI Jornadas de la Asociación de Profesores de Derecho Civil, Zaragoza, 2012, p. 44, 
ha llegado a decir sobre esta Propuesta de reglamento que: «Probablemente de llegar a 
buen puerto acaso pueda considerársele, precisamente por su contenido material, como 
la primera piedra de un futuro Código civil europeo». 

22 Frente a la idea apriorística de que un reglamento comunitario es la norma que 
menos espacio deja a los Estados miembros y de que su contenido se impone directamente 
a los ciudadanos de la UE, en este caso se configura como un instrumento opcional, por 
lo que solamente regulará las relaciones contractuales entre consumidores y empresarios 
en transacciones transfronterizas cuando éstos decidan que sea así (arts 8 y 9). Funcionará 
como lo que se ha dado en llamar «caja de herramientas».

23 Este artículo completa su contenido con referencias a los arts 14,15, 16 y 17, que 
desarrollan aspectos concretos de la información.

24 En este sentido, en relación con algunos aspectos de la compraventa, FENOY 
PICÓN, N., ob. cit., p. 721, apunta que las modificaciones que la Directiva 2011/83/UE 
ha de hacer en nuestro TRLCU, incluidas en el Título V, Garantías y servicios postventa, de 
su Libro II, lograrían una regulación para la compraventa con consumidores «notablemente 
más completa».
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un Nuevo Código mercantil elaborada por la sección mercantil de la 
Comisión General de Codificación. La Propuesta tiene una incidencia 
muy importante en el Derecho de Contratos, al que dedica en los libros 
IV y V unos 500 preceptos, de un total de los cerca de dos mil artículos 
de que consta.

El 17 de junio de 2013 la Sección Mercantil de la Comisión General 
de Codificación, después de cerca de siete años de trabajos25, presentó 
al Ministro de Justicia una Propuesta o Anteproyecto para un nuevo 
Código Mercantil o de Comercio, que debería sustituir al de 1885, ya 
desde hace tiempo manifiestamente desfasado, devenido prácticamente 
irrelevante en la legislación mercantil, tal como venían señalando los 
propios mercantilistas. En lugar de borrar el desajuste histórico producto 
de una codificación civil complicada y dejar las normas generales de 
contratos al CC,26 la Propuesta dedica el Libro IV a las obligaciones y 
los contratos mercantiles en general, y el Libro V a los contratos mer-
cantiles en particular. La Propuesta considera contratos mercantiles todos 
aquellos en los que interviene un comerciante o un profesional (los 
que se denominan operadores del mercado), independientemente de 
que lo hagan entre sí o con consumidores, si bien la legislación sobre 
consumidores se aplicará cuando se trate de este tipo de contratos. Para 
el ámbito puramente civil únicamente quedan los contratos celebrados 
entre quienes actúan como particulares, es decir, una contratación resi-
dual relacionada básicamente con el mercado de segunda mano.

Los redactores de la Propuesta explican en su Exposición de Motivos 
que las normas básicas «en materia de obligaciones y contratos mercanti-
les se inspiran en los trabajos realizados a nivel internacional para unificar 
las reglas que han de ser aplicadas al tráfico mercantil. De entre estos 

25 El Anteproyecto es el fruto del encargo que hizo por Orden de 7 de noviembre 
de 2006 el entonces Ministro de Justicia del Gobierno Socialista, para el que se dio un 
plazo de 4 años, que se ha visto ampliamente sobrepasado. El actual Ministro de Justicia, 
Sr. Ruiz Gallardón, es quien ha recibido el Anteproyecto terminado. 

26 La Sección Civil de la Comisión de Codificación también hace varios años que 
viene trabajando en una llamada modernización de las disposiciones del CC sobre obli-
gaciones y contratos, y de hecho distintas partes de lo redactado se han publicado en el 
Boletín del Ministerio de Justicia. Pero, a diferencia (y diferencia esencial) con el trabajo 
de la Sección Mercantil, es una actuación que no procede de ningún encargo del Minis-
terio de Justicia, sino que ha sido la propia Sección Civil la que ha decidido emprender 
esa labor, que, al menos hoy por hoy, parece huérfana de cualquier voluntad política de 
transformarla en ley. 
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trabajos hay que destacar la Convención de las Naciones Unidas sobre 
los Contratos de Compraventa de Mercaderías de 11 de abril de 198027, 
que es ya derecho vigente en España, así como los Principios sobre los 
Contratos Comerciales Internacionales para la Unificación del Derecho 
Privado (UNIDROIT), y los trabajos de la Comisión Lando sobre el 
Derecho Europeo de los Contratos. No cabe duda de que, aunque no 
se explicite así en la Exposición de Motivos, no solamente han sido 
los instrumentos internacionales que se mencionan en ella los que han 
influido en los cambios en el Derecho de Contratos, pues también lo han 
hecho las codificaciones más modernas28, como la holandesa de los años 
90 (de ahí viene seguramente la regulación de la excesiva onerosidad 
sobrevenida del contrato), o las reformas que se han ido produciendo 
en otros Códigos civiles europeos de referencia29. Unas veces porque 
dichas modificaciones han influido en esos instrumentos internacionales, 
y otras veces porque los que han elaborado la Propuesta lo han podido 
tomar directamente de ellas.

Ambas Propuestas tienen aún camino que recorrer hasta llegar a ser 
Derecho vigente, pero es innegable que estamos a las puertas de cambios 
importantes en las normas europeas y nacionales sobre contratación.

2. �Objeto, objetivos y razones de la Directiva

En realidad en el art. 1 no solamente se menciona el objeto de la 
Directiva sino que también se incluyen los objetivos que con ella se 
pretenden alcanzar.

Se hace una primera delimitación30 sobre los contratos a los que 
ha de resultar aplicable la nueva Directiva (el objeto de la Directiva): 

27 Se podría decir que este Instrumento internacional es la base de muchas de las 
reformas que se han ido produciendo en el Derecho de contratos, incluyendo la contra-
tación con consumidores, lo que en ocasiones no ha resultado lo más adecuado, ya que 
no todas las reglas pensadas para la contratación entre comerciantes encaja bien en la que 
se lleva a cabo con consumidores. 

28 El último nuevo Código europeo es el checo, aprobado por su Parlamento en 
2012, que entrará en vigor en 2014.

29 Como por ejemplo la del BGB alemán de 2002.
30 Se trata en realidad de la definición del ámbito de aplicación subjetivo, que se 

circunscribe a la contratación entre profesionales (comerciante en la terminología de la 
Directiva) de un lado, y consumidores del otro.



Silvia Díaz Alabart y María Teresa Álvarez Moreno

18

los celebrados entre consumidores y comerciantes. Posteriormente en 
el articulado de la misma se hará la delimitación definitiva de qué tipo 
de contratos de los celebrados entre consumidores y comerciantes son 
los que se incluyen en su ámbito, y cuáles quedan fuera31. No hay que 
olvidar que, respecto de los deberes de información a los consumidores 
previos a la contratación, el art 5 enumera una serie de requisitos aplica-
bles a los «contratos distintos a los a distancia, y a los celebrados fuera del 
establecimiento»32. Esto es, en general, a todos los contratos celebrados 
con consumidores, salvo que exista alguna otra norma comunitaria para 
el tipo específico de contrato que sea y que disponga otra cosa33.

Como en las demás directivas sobre consumo a partir de 1990, el 
objetivo es la aproximación de determinadas normas de los Estados 
miembros sobre contratación con consumidores34 para lograr un elevado 
nivel de protección de los consumidores35, y, a través de ello, contribuir 
al buen funcionamiento del mercado interior36.

El objetivo no es especialmente ambicioso en realidad ya que la 
Directiva no entra en muchas de las cuestiones esenciales de la contra-
tación que constituye su objeto limitándose a regular, «determinados 

31 Es decir, el ámbito de aplicación objetivo de la norma.
32 Ya las últimas directivas de consumidores se incidía mucho en los deberes de infor-

mación precontractual, pero era una información limitada al tipo específico de contratos 
regulados en cada una de esas directivas (así, la Directiva 2008/48, de crédito al consumo, 
arts. 4 y 5, y la Directiva 2008/122, de aprovechamiento por turno de inmuebles de uso 
turístico, art. 4). La Directiva 2011/83 además de los específicos para los contratos que 
regula, es la primera que incluye requisitos de información precontractual, para toda la 
contratación con consumidores. 

33 Tal como dice el art 3,2 de la Directiva, «Si las disposiciones de la presente Directiva 
entraran en conflicto con una disposición de otro acto de la Unión que regule sectores 
específicos, la disposición del otro acto de la Unión prevalecerá y será de aplicación a 
dichos sectores específicos».

34 Así las Directivas, 1990/314, relativa a los viajes combinados, 1993/13, sobre cláu-
sulas abusivas, 1994/47, sobre utilización de inmuebles a tiempo compartido, 1997/7, sobre 
contratos a distancia, y 1998/6, sobre indicación de precios de los productos.

35 Recuérdese que es el nivel de protección exigido en el actual art. 114.3 Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea (antiguo art. 95 TUE), en su versión consolidada, 
publicada en el DOCE el 30 de marzo de 2010, C 83/47.

36 La indicación de ese objetivo dual comienza a aparecer junto con el objeto a 
partir de la Directiva 1998/27, sobre acciones de cesación, y continúa así en la Directiva 
1999/44, sobre garantías en la venta de bienes de consumo, en la Directiva 2000/31, de 
comercio electrónico, en la Directiva 2005/29, sobre prácticas comerciales desleales, y en 
la Directiva 2008/122, de aprovechamiento por turnos de inmuebles. 
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aspectos de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de 
los Estados miembros sobre contratos celebrados entre consumidores y 
comerciantes».

Las razones que impulsaron la elaboración de esta Directiva se desa-
rrollan en sus primeros considerandos (núms. 1-7). Se dice en ellos que 
las Directivas que se modifican o se derogan, «han sido reexaminadas a 
la luz de la experiencia adquirida» con su aplicación para «simplificar 
y actualizar las normas aplicables y eliminar las incoherencias y lagu-
nas no deseadas» advertidas en ellas. Asimismo se indica la necesidad 
de alejarse del principio de armonización mínima presente en directi-
vas anteriores, aunque permitiendo a los Estados miembros «mantener 
o adoptar normas nacionales en relación con determinados aspectos». 
Desde la Directiva de 2008 sobre crédito a consumo, se ha iniciado ya 
una tendencia a la aprobación de Directivas, que podríamos llamar de 
segunda generación, en las que tras «reexaminar la experiencia adqui-
rida» a partir de la transposición a los Derechos internos de los Estados 
miembros de Directivas de mínimos con las que se pretendía aproximar 
las legislaciones de los Estados miembros en el ámbito de aplicación de 
las diferentes Directivas dentro del marco de la contratación con con-
sumidores, se persigue ya la unificación de las reglas en todo el mercado 
interior, y por lo tanto en cada uno de los Derechos internos, (y no sólo 
la aproximación de las legislaciones).

Se deja claro que en el mercado interior europeo no se aprovecha 
plenamente el potencial de las ventas transfronterizas, en particular de 
las realizadas a través de Internet, ni las ventas directas, ventas que en 
cambio han crecido de forma exponencial en los mercados nacionales. 
Se atribuye esta realidad a las disparidades en estas materias presentes en 
las legislaciones internas, que crean desconfianza en los consumidores 
ante estas formas de adquisición, y que aumentan los costes de cumpli-
miento para los comerciantes. En realidad más que falta de confianza 
de los consumidores lo que hay en la trastienda de la Directiva es el 
interés de favorecer la posición de los comerciantes, para así incentivar 
la contratación37.

37 Así en el considerando 5 se dice: «habida cuenta del crecimiento de las oportu-
nidades comerciales en numerosos Estados miembros, las pequeñas y medianas empresas 
(incluidos los comerciantes individuales) y los agentes de las empresas que practican la 
venta directa deberían estar más dispuestos a buscar oportunidades comerciales en otros Estados 
miembros, en particular en las regiones fronterizas». 
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Varias de las cuestiones que se tratan en los artículos de la Directiva 
entrañan algunas dificultades para su comprensión y asimilación para 
el nivel medio de los colectivos a los que va dirigida la ley que la tras-
ponga38, consumidores y empresarios. Para minimizar ese problema el art. 
26 de la Directiva establece el deber de los Estados miembros de adoptar 
las medidas apropiadas para informar a consumidores y comerciantes de 
las disposiciones de transposición al Derecho interno.

38 En España se ha hecho la transposición con la Ley 3/2014, de 27 de marzo, de 
modificación del TR LCU (BOE 28 de marzo de 2014).
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